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Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario Judicial 

de la Federación, en: https://sjf.scjn.gob.mx/SJFHome/Index.html  
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación, sistematización y difusión de los 

criterios obligatorios y relevantes emitidos por los órganos competentes del Poder Judicial de la Federación, 

a través de la publicación semanal de tesis jurisprudenciales, tesis aisladas y sentencias en la página de 

Internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Los viernes de cada semana se publicarán las tesis jurisprudenciales y aisladas del Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, de sus Salas, de los Plenos Regionales y de los Tribunales Colegiados de Circuito; así 

como las sentencias dictadas en controversias constitucionales, en acciones de inconstitucionalidad y en 

declaratorias generales de inconstitucionalidad, así como la demás información que se estime pertinente 

difundir a través de dicho medio digital. 

 
 

ABRIL 
 
 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024532  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 29 de abril de 2022 10:33 h  

Materia(s): (Laboral)  

Tesis: 2a./J. 19/2022 (11a.)  
 
PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL. LA PENSIÓN POR CESANTÍA EN EDAD AVANZADA Y VEJEZ, 
ASÍ COMO LA DEVOLUCIÓN Y PAGO DE APORTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL, NO SE 
CONSIDERAN EXCEPCIONES PARA AGOTAR LA INSTANCIA CONCILIATORIA PREJUDICIAL, EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 685 TER, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron si los conflictos inherentes 
a diversas prestaciones de seguridad social que se demandaron en los respectivos juicios laborales, 
concernientes a la pensión por cesantía en edad avanzada y vejez, así como a la devolución y pago 
de aportaciones de seguridad social correspondientes al Instituto Mexicano del Seguro Social, al 
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores y al Sistema de Ahorro para el 
Retiro, pueden o no considerarse como hipótesis de excepción a la instancia de conciliación 
prejudicial en materia laboral. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación establece que los 
conflictos inherentes a las prestaciones de seguridad social de pensión por cesantía en edad 
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avanzada y vejez, así como a la devolución y pago de aportaciones de seguridad social 
correspondientes al Instituto Mexicano del Seguro Social, al Instituto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores y al Sistema de Ahorro para el Retiro, no pueden considerarse como 
excepciones para agotar la instancia conciliatoria prejudicial, previstas en el artículo 685 Ter, 
fracción III, de la Ley Federal del Trabajo. 
 
Justificación: La conciliación como instancia prejudicial obligatoria, elevada a rango constitucional 
en el artículo 123, apartado A, fracción XX, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, constituye uno de los ejes centrales que motivó la reforma en materia de justicia laboral, 
pues resulta un componente esencial del derecho de acceso a la justicia, acorde a la realidad 
nacional e internacional en esa materia, con el propósito de eliminar todo elemento que la convierta 
en lenta, costosa, de difícil acceso y cuestionable. Además, atiende la intención de privilegiar que 
los nuevos órganos de impartición de justicia laboral concentren su atención en las tareas 
jurisdiccionales, propias de su nueva responsabilidad y, de esta forma dar atención a la demanda de 
la sociedad mexicana, consistente en acceder a una justicia cercana, objetiva, imparcial y eficiente. 
Por tanto, analizado el proceso legislativo que dio origen al artículo 685 Ter, fracción III, de la Ley 
Federal del Trabajo, si bajo la óptica del legislador federal se suprimieron el supuesto de cesantía 
en edad avanzada y vejez del catálogo de trato, así como las prestaciones de seguridad social 
relativas a la devolución y pagos acumulados correspondientes al Instituto Mexicano del Seguro 
Social y al Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores y los rendimientos del 
Sistema de Ahorro para el Retiro, ello conlleva entender que tal situación particular la visualizó como 
un aspecto conciliable entre las partes. Considerar lo contrario implicaría el riesgo de desnaturalizar 
la vía conciliatoria que el Poder Reformador plasmó a nivel constitucional, como una de las piezas 
torales para hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia laboral de manera expedita y gratuita. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Contradicción de tesis 360/2021. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Tercer Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava 
Región, con residencia en Mérida, Yucatán, en auxilio del Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
de Trabajo del Segundo Circuito, el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, en auxilio del Primer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo Circuito, y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
de Trabajo del Segundo Circuito. 9 de marzo de 2022. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales y Yasmín Esquivel Mossa. Disidentes: Loretta Ortiz Ahlf y 
Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Alejandro Félix González Pérez. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, al resolver el amparo 
directo 75/2021, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de 
la Octava Región, con residencia en Mérida, Yucatán, al resolver el amparo directo 329/2021 
(cuaderno auxiliar 338/2021), el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo del Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 701/2021, y el diverso sustentado por el 
Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en 
San Andrés Cholula, Puebla, al resolver el amparo directo 348/2021 (cuaderno auxiliar 642/2021).  
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Tesis de jurisprudencia 19/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de treinta de marzo de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de abril de 2022 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de mayo de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
 

MAYO 
 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024553  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 13 de mayo de 2022 10:18 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 2a./J. 17/2022 (11a.)  

 
COMPETENCIA PARA CONOCER DEL AMPARO INDIRECTO EN EL QUE SE RECLAMA LA OMISIÓN DE 
EMPLAZAR AL JUICIO ORDINARIO A LA PARTE DEMANDADA. SE SURTE EN FAVOR DEL JUEZ DE 
DISTRITO QUE EJERCE JURISDICCIÓN EN EL LUGAR DONDE HABRÁ DE LLEVARSE A CABO LA 
CORRESPONDIENTE NOTIFICACIÓN, ACORDE A LO DISPUESTO POR EL PÁRRAFO PRIMERO DEL 
ARTÍCULO 37 DE LA LEY DE AMPARO. 
 
Hechos: En diversos amparos indirectos se reclamó la omisión de emplazar a juicio a la parte 
demandada. Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron criterios distintos, 
pues mientras uno de ellos resolvió que si bien es un acto omisivo –por no cumplirse con una 
obligación determinada–, lo cierto es que genera efectos como si se tratara de un acto positivo y, 
por tanto, se actualiza la regla contenida en el primer párrafo del artículo 37 de la Ley de Amparo. 
En cambio, el otro órgano colegiado consideró que el acto reclamado es de naturaleza omisiva, que 
no requiere de ejecución material y, en consecuencia, resulta aplicable la regla de competencia 
prevista por el párrafo tercero del invocado artículo 37. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
omisión de emplazar al juicio ordinario a la parte demandada constituye una omisión con ejecución 
material, que actualiza la hipótesis prevista en el párrafo primero del artículo 37 de la Ley de 
Amparo, conforme al cual, resulta competente para conocer de la demanda el Juez de Distrito que 
ejerza jurisdicción en el domicilio donde deba ser emplazada la parte demandada. 
 
Justificación: A partir de lo dispuesto por los artículos 14 y 17 de la Constitución Federal, se obtiene 
que en todo juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, deben cumplirse las 
formalidades esenciales del procedimiento acorde a las leyes expedidas con anterioridad al hecho, 
destacando por su relevancia, el emplazamiento; aunado a que uno de los principios que 
constituyen la tutela judicial efectiva es la justicia pronta. Entonces, la omisión de llevar a cabo el 
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emplazamiento en un juicio ordinario, para los efectos del juicio de amparo, constituye un acto que 
genera consecuencias positivas en el plano fáctico, precisamente porque se paraliza el 
procedimiento en detrimento de la justicia pronta, a partir de la inobservancia de una de las 
formalidades esenciales del procedimiento, que representa primordial relevancia al constituir uno 
de los actos principales que dan paso al desarrollo del procedimiento a través del cual se desahogan 
las pruebas que, en su caso, aportan las partes al juicio y se oyen los alegatos que al efecto se 
presentan, culminando con la resolución que dicte el derecho. Por tanto, cuando en el juicio de 
amparo indirecto se acuda a reclamar la omisión del órgano judicial de emplazar a juicio a la parte 
demandada, resulta legalmente competente para conocer de la demanda el Juez de Distrito que 
ejerza jurisdicción en el domicilio donde habrá de llevarse a cabo tal emplazamiento, acorde a lo 
dispuesto por el párrafo primero del artículo 37 de la Ley de Amparo. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Contradicción de tesis 327/2021. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
de Trabajo del Primer Circuito, el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Vigésimo Circuito y 
el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito. 23 de febrero de 
2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz 
Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Irma 
Gómez Rodríguez. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver 
el conflicto competencial 13/2021, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al resolver el conflicto competencial 2/2021. 
 
Tesis de jurisprudencia 17/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de dieciséis de marzo de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de mayo de 2022 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de mayo de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024681  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 20 de mayo de 2022 10:25 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: 2a./J. 24/2022 (11a.)  

 
REVISIÓN ELECTRÓNICA DE CONTRIBUCIONES. EL HECHO DE QUE LA AUTORIDAD FISCAL NO 
EMITA NI NOTIFIQUE LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA EN ESE PROCEDIMIENTO EN EL PLAZO DE 40 
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DÍAS, TRAE COMO CONSECUENCIA LA NULIDAD LISA Y LLANA DE LA RESOLUCIÓN EMITIDA 
(INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 53-B, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN). 
 
Hechos: La autoridad fiscal ejerció su facultad de revisión electrónica de contribuciones respecto de 
una persona moral, emitió y notificó resolución definitiva fuera del plazo de 40 días que tiene para 
tal efecto, determinándole un crédito fiscal. En contra de dicho crédito se promovió juicio 
contencioso administrativo, el cual resolvió la Sala correspondiente en el sentido de reconocer su 
validez. En desacuerdo con la sentencia respectiva, la persona jurídica promovió juicio de amparo 
directo, el cual resolvió el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento concediendo el amparo 
solicitado, ante lo cual la autoridad fiscal interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
interpretación conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos del artículo 53-
B, fracción IV, del Código Fiscal de la Federación, a la luz de los principios de interpretación más 
favorable y de seguridad jurídica, permite concluir que el hecho de que la autoridad fiscal no emita 
ni notifique la resolución definitiva en el procedimiento de revisión electrónica de contribuciones 
en el plazo de 40 días, computado a partir de que venza el plazo de 15 días para que el contribuyente 
haga valer su derecho de audiencia o corrija su situación mediante el pago total propuesto, o cuando 
se hayan desahogado las pruebas que aportó, trae como consecuencia la nulidad lisa y llana de la 
resolución emitida, en términos del artículo 52, fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo. 
 
Justificación: Con la facultad de revisión electrónica de contribuciones el legislador buscó reducir los 
costos de operación y los tiempos en el ejercicio de las facultades de comprobación, además de 
acotar la actuación de la autoridad fiscal por la naturaleza misma de los medios que emplea 
(mecanismos electrónicos de procesamiento y almacenamiento de datos), de ahí que se encuentre 
obligada, compelida o forzada a emitir y notificar la resolución definitiva en el plazo de 40 días, ya 
que de otra manera el contribuyente se encontraría en estado de inseguridad jurídica respecto de 
su inacción en el lapso señalado. Adicionalmente, las consecuencias jurídicas que conlleva la 
actualización de los supuestos normativos del artículo 53-B del Código Fiscal de la Federación, en el 
caso de que el contribuyente no ejerza su derecho a la defensa ni corrija su situación fiscal mediante 
el pago de la preliquidación que se le adjunta, conlleva que la resolución provisional que le notifica 
la autoridad fiscal se torne en resolución definitiva, convirtiéndose en un típico acto de autoridad 
(unilateral, imperativo y coercitivo) impugnable mediante los medios de defensa correspondientes, 
por lo que no existe razón práctica ni lógica para que la autoridad fiscal no emita ni notifique la 
resolución definitiva en el plazo de 40 días. En caso de que la autoridad fiscal no la emita ni notifique 
en dicho plazo, la consecuencia de su actuar implica que, de impugnarse esa resolución definitiva 
en el contencioso administrativo, se actualice la causal de nulidad prevista en el artículo 51, fracción 
IV, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, toda vez que la resolución se 
emitió en contravención a lo dispuesto en el artículo 53-B, fracción IV, del Código Fiscal de la 
Federación. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 3130/2021. Angloamericano de Monterrey, S.C. 9 de febrero de 2022. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, 
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Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa; la Ministra Yasmín Esquivel Mossa manifestó que 
formularía voto concurrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
 
Tesis de jurisprudencia 24/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del cuatro de mayo de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de mayo de 2022 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de mayo de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024641  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 20 de mayo de 2022 10:25 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 2a./J. 23/2022 (11a.)  
 
COMPETENCIA PARA RESOLVER LOS RECURSOS DE REVISIÓN Y LAS SOLICITUDES DE ACCESO A LA 
INFORMACIÓN, VINCULADOS CON ASUNTOS JURISDICCIONALES DE LOS QUE CORRESPONDA 
CONOCER A LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. CARECE DE ELLA EL INSTITUTO 
NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS 
PERSONALES. 
 
Hechos: En un juicio de amparo indirecto se reclamó la resolución de un recurso de revisión emitida 
por el Pleno del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales, en la que ordenó al Banco de México entregar a un particular dos demandas de 
controversia constitucional que promovió ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, bajo la 
consideración de que no es procedente la reserva de información. En la demanda se argumentó que 
el recurso fue resuelto por una autoridad incompetente, por lo que se violó el principio de legalidad. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, 
carece de competencia para resolver los recursos de revisión derivados de los asuntos 
jurisdiccionales de los que conoce este Tribunal Constitucional, ya que la competencia es del Comité 
Especializado en Materia de Acceso a la Información Pública, integrado por tres Ministros, en 
términos de lo previsto en el artículo 6, apartado A, fracción VIII, párrafo cuarto, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo que incluye las solicitudes de información formuladas 
por particulares que atañen a esos sumarios.  
 
Justificación: El precepto constitucional ordena que ese Instituto tiene competencia para conocer 
de las cuestiones relacionadas con el acceso a la información pública y la protección de datos 
personales de cualquier autoridad, entidad, órgano u organismo que forme parte de alguno de los 
Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y 
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fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicatos que reciba y ejerza recursos 
públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, con excepción de los expedientes 
jurisdiccionales que correspondan a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cuyo caso 
resolverá un comité integrado por tres Ministros; además de que se entiende por asuntos 
jurisdiccionales, aquellos que estén relacionados con el ejercicio de la función constitucional de 
impartición de justicia, según los artículos 194 y 195 de la Ley General de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública, así como 166 y 167 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública.  
 
SEGUNDA SALA. 
 
Amparo en revisión 379/2021. Jessica Elizondo Escoto. 30 de marzo de 2022. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek 
y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela 
Domínguez. 
 
Tesis de jurisprudencia 23/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de cuatro de mayo de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de mayo de 2022 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de mayo de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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